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I. Crisis de los intereses legítimos

Hace tiempo que la doctrina más calificada ha denunciado la crisis terminal de la categoría de los intereses
legítimos. Y la consecuente inutilidad de la clasificación trilógica de los casilleros (y remañidos) de derecho, o
situaciones jurídicas tutelables, de las cuales se derivaban acciones de protección y judiciales, según el interés
portado; que operan, dicho sea de paso, en punto a la cuestión de la pieza de legitimación de obrar, como
verdaderas mallas o filtros de acceso estrecho a la jurisdicción.

En la doctrina jurídica administrativa Agustín Gordillo (1) se pregunta "si todavía tiene sentido la categoría
del interés legítimo, cuando ya el Código Contencioso Administrativo de la Provincia de Buenos Aires —para
dar un ejemplo cuantitativamente importante en cuanto a justiciables— lo equipara al derecho subjetivo en
cuanto a la legitimación, y cuando el derecho constitucional de incidencia colectiva que emerge de las normas
nacionales es de aplicación obligatoria en todo el país". En efecto, "la existencia de los derechos de incidencia
colectiva en el proceso judicial torna un poco ociosa la discusión en el procedimiento administrativo acerca de
si alguien tiene o no un interés legítimo. Es muy posible que de afirmarse en la experiencia el reconocimiento de
la legitimación constitucional amplia para aquéllos, la segunda categoría tienda a desparecer. Pero como
adelantamos, es un poco temprano para anunciar su desaparición de la vida y del procedimiento administrativo".

Desde otra óptica, la doctrina civilista (2), coincide en la crítica. Pues bien, frente a la realidad de tan ríspida
problemática parece aconsejable que ciertas premisas teóricas, controvertidas, deben dejarse de lado, frente a la
necesidad de acordar la protección necesaria a situaciones que razonablemente han de ser atendidas. Ese afán de
brindar tutela a la que constitucionalmente tiene derecho el consumidor, la víctima, el agraviado, el afectado, en
el amparo o en los intereses difusos, es el que ahora hace replegar a una dicotomía derecho subjetivo-interés
legítimo, que cuanto menos aparece insuficiente o menesterosa de otras justificaciones para que realmente sirva
al presente cuadro de situación. Asistimos, por ende, a una disolución o superación de ambas nociones que, por
lo demás, nunca dejaron de ser objeto de serias discrepancias en cuanto a sus configuraciones. Alargar la
protección del administrado y mejor aún del ciudadano, del habitante, es un propósito consustanciado con el
moderno Estado de Derecho.

La infertilidad de la distinción entre el derecho subjetivo y el interés legítimo, surgen a la vista, cuando
consideramos lo dicho por Bandeira De Mello (3), en el sentido que "una acabada noción del derecho subjetivo
impide hacer de él instrumento suficiente para acordar protección a los administrados ante las ilegalidades
administrativas que sobre ellos repercuten en su detrimento". Por ello, en Brasil, ciertas hipótesis que en otros
sistemas son tipificadas de intereses legítimos, en cambio, se reputan derecho subjetivo recibiendo protección
jurídica equivalente. Vale decir que bajo la rúbrica del derecho subjetivo "conviven englobada e
indiscriminadamente diversas situaciones que, en el foco de otros sistemas, serían discernidas distintamente,
reguladas y sometidas a regímenes de protección diversos".

Morello - Stiglitz (4) dicen que: "Lo anterior penetra en la franja de los intereses difusos. Se confirma que,
desde el vértice del derecho público una ola revisora se ha suscitado al revelarse que el derecho subjetivo,
forjado sobre la temática del derecho privado que responde a variantes distintas, es instrumento inepto ante las
nuevas manifestaciones de la convivencia y en el cuadrante de los aludidos intereses colectivos. Deja de cumplir
una función protectora "con eficacia equivalente a la que el derecho subjetivo en verdad goza en la trama de las
relaciones privadas".

II. Clasificación de los derechos

En un trabajo anterior (5) sostuvimos que: A partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994,
claramente, a nuestro juicio, existen tres clases de derechos con base en la Ley Suprema: 1) los derechos
individuales; 2) los derechos colectivos corporativos; 3) los derechos de incidencia colectiva. Y por derechos
individuales entendemos, comprendidos: la totalidad de los intereses que se alojan en las diversas situaciones de
derecho, según la estructura trilógica que enseñara Jellinek (6), o casilleros clásicos, a saber: 1) los derechos
subjetivos; 2) intereses legítimos; 3) intereses simples (7).

Otra definición merecen los derechos colectivos corporativos (intereses colectivos, para la legislación
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brasileña) (8) que alcanzan los derechos de clase en cabeza de un sujeto de derecho colectivo, constituido
mediante norma estatutaria social, registrada por la Autoridad de contralor, o en otras palabras, inscripta en un
Registro Público, autorizado por el Estado. Se trata en general de las asociaciones profesionales.

Por último, los derechos de incidencia colectiva (9), intereses difusos (10), de categoría, de clase (11) en un
sentido amplio, comunitarios, generales (12), de grupo (13), supra individuales, masificados, que constituyen en
su conjunto, el tercer segmento de derechos. Los "Nuevos Derechos"(14), y que nuestra CN menciona en el art.
43, 2° párrafo, al instituir un tipo de amparo, denominado "colectivo"(15). También esa misma norma, enumera
de manera simplemente ejemplar, los que considera constituyen "especies" de esta "familia" de derechos:
derecho del usuario y del consumidor, derecho contra la discriminación social, derecho a la libre competencia, y
el derecho ambiental.

III. Intereses difusos o derechos de incidencia colectiva

Siguiendo la doctrina brasileña e italiana, es clásica en nuestro derecho la definición de Gabriel A. Stiglitz
(16) de intereses difusos, como "los que pertenecen idénticamente a una pluralidad de sujetos, en cuanto a
integrantes de grupos, clases o categorías de personas, ligadas en virtud de la pretensión de goce, por parte de
cada una de ellas, de una misma prerrogativa. De forma tal que la satisfacción de fragmento o porción de interés
que atañe a cada individuo, se extiende por naturaleza a todos; del mismo modo que la lesión a cada uno afecta
simultánea y globalmente, a los integrantes del conjunto comunitario". En cambio, "los intereses colectivos
encuentran un punto subjetivo de contacto que radica en las llamadas formaciones sociales o cuerpos
intermedios, porque tienen como portavoz al ente exponencial de un grupo no ocasional, es decir, una estructura
organizativa no limitada a una duración efímera o contingente, sino individualizable como componente
sociológico concreto, dentro de la colectividad general. En ese sentido, los intereses difusos se traducen en
colectivos, a través de un proceso de sectorialización y especificación".

Veamos cómo define el autor italiano Giannini (17) los intereses colectivos: "Son aquellos que se identifican
a través de un criterio puramente subjetivo, que es el de su portador: son tales intereses que tienen como
portador, o centro de referencia, a un ente exponencial de un grupo no ocasional". Esta línea argumental influyó
en la jurisprudencia del Consejo de Estado italiano. Así se ha dicho que los intereses difusos son aquellos
caracterizados por la simultaneidad de su referencia subjetiva a todo o parte de los componentes de una
colectividad determinada (18). También se afirmó que se trata de un haz de intereses idénticos, a título de
coparticipación, referidos a sujetos diversos, que sin embargo pertenecen al mismo grupo (Consejo de Estado,
sentencia 378, del 18 de mayo de 1979).

En el Derecho Comparado, el Código brasileño de Defensa del Consumidor ley 8078/90 (19) contiene la
siguiente distinción para el ejercicio de la defensa colectiva: I) Intereses o derechos difusos, transindividuales de
naturaleza indivisible, de los que surgen titulares indeterminadas y ligadas por circunstancias de hecho; II)
Intereses o derechos colectivos, los transindividuales de naturaleza indivisible de que sea titular grupo, categoría
o clase de personas ligas entre sí o con la parte contraria por una relación jurídica base; III) Intereses o derechos
individuales homogéneos, así entendidos los concurrentes en origen común.

Así, en relación a la legitimación colectiva activa, Lorenzetti (20) clasifica los intereses de la siguiente
manera: a) interés individual; b) interés pluriindividual homogéneo, c) interés transindividual colectivo, en el
que el titular del interés es el grupo y resulta legitimado; d) intereses transindividuales difusos, que importan a
la sociedad en su conjunto o bien a una generalidad indeterminada sujetos; e) interés público, en el que se
legitima al Estado para la defensa de un interés general. En el interés individual, pluriindividual y grupal hay
una relación directa con su titular. Este vínculo se asemeja a la misma noción difundida en el Derecho Privado
patrimonial: disfrute sobre un bien o una cosa, calcada sobre el modelo del dominio; hay una relación de
inmediatez. En cambio, hay otros intereses que importan a la sociedad en su conjunto o bien una generalidad
indeterminada de sujetos. Estos son los transindividuales generales, que pueden referirse a toda la comunidad o
a un grupo, con mayor o menor cohesión en función del interés más o menos determinado. La titularidad es
difusa porque no hay un vínculo directo entre una persona y ese tipo de interés. No hay que se le parezca al
vínculo dominial, a su inmediatez. Por esta razón nadie los cuida por su propia voluntad, como bien lo ha
estudiado Demsetz.

Si el interés de las situaciones jurídicas tradicionales (derecho subjetivo e interés legítimo) es por naturaleza
diferenciado o individualizado, la característica propia del interés difuso es la de ser, también por su naturaleza,
indiferenciado, y de allí que al igual que los intereses colectivos, son considerados intereses supraindividuales
(21). Se caracterizan como aquellos que no son ya sólo de uno o de varios sino mejor, de todos los que conviven
en un medio determinado y cuya suerte en lo que concierne al enrarecimiento, destrucción, degradación,
vaciamiento o consumo sin reposición, angustia el conjunto en lo inmediato y en el porvenir vital de cada uno,
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sobremanera el de las futuras generaciones (22).

Se llaman intereses difusos porque están desparramados o compartidos entre todos cuantos componen esa
sociedad o ese grupo, porque no pertenecen individualmente a una persona o varias, sino a "todo" el mismo a
que esos intereses afectan, compartidos por todos o igual al otros (23). También se los denomina intereses de
serie o de sector (Caravita), de clase, de categoría (Lugo), difundidos o propagados, profesionales,
fragmentarios (Gozaíni), supraindividuales (Corsaniti), sin estructura (Berti), dispersos o sin dueño o anónimos
(Giannini), heteróclitos (Lozano- Higuero Pinto) (24). También se los denomina intereses fragmentarios (Fix
Zamudio), intereses indivisibles, intereses de pertenencia difusa, metaindividuales, de masa, comunitarios,
transpersonales, intereses transindividuales, intereses debilitados, intereses disminuidos, ocasionalmente
protegidos, intereses de categoría, asociativos, impersonales, indiferenciados, generales.

Lozano- Higuero Pinto, los define diciendo que: "Son aquellos intereses de un sujeto jurídico en cuanto
compartidos, expandidos o compartibles, expansibles, por una universalidad, grupo, categoría, clase o género de
los mismos; cuyo disfrute, ostentación y ejercicio son esencialmente homogéneos y fungibles, y que adolecen
de falta de estabilidad y coherencia en su vinculación subjetiva, así como de concreción normativa orgánica en
su tutela material y procesal"(25).

El jurista mexicano Fix Zamudio, señala que estos intereses llamados también transpersonales, o
fragmentados, o fragmentarios, son aquellos que corresponden a un número indeterminado de personas que no
están agrupadas o asociadas para la defensa de los intereses comunes, como ocurre con los sindicatos de obreros
y campesinos, los colegios profesionales o las cámaras empresariales, sino que forman conglomerados
dispersos, como son los integrados por los consumidores, los afectados por la contaminación, los interesados en
defender el patrimonio artístico o cultural o los que se oponen al deterioro de las zonas urbanas o pretenden su
mejoramiento (26).

Por ello, Pellegrini Grinover, distingue los "intereses propiamente difusos", entendiendo por tales, aquellos
que no fundándose en un vínculo jurídico, se basan en cambio, en situaciones de hecho a menudo
extremadamente genéricas y contingentes, accidentales y mutables, como el vivir en la misma zona, consumir el
mismo producto, estar en determinadas circunstancias socio- económicas o someterse a particulares empresas
(27).

La pluriindividualidad que caracteriza a estos intereses requiere de algunas precisiones: a) por un lado, la
indivisibilidad de lo que es común a muchos no riñe con la fragmentación en situaciones jurídicas subjetivas
que, sin ser exclusivas de cada una, si son "propias" de cada uno en cuanto cada uno tiene "su" parte en lo que
interesa a varios; b) por otro lado, el "afectado"no pierde su calidad de tal por el hecho de que "otros" o
"muchos" como él también lo sean; c) la "afectación" personal no necesita identificarse con un daño o perjuicio
que solamente recaiga sobre el "afectado", porque tal afectación no deja de ser

personal, directa o concreta por el hecho de que resulte igual o similar a la de otros o muchos (28)

En el mismo sentido Mosset Iturraspe (29) dice que "el interés colectivo", es también un derecho subjetivo,
derecho de goce diluido entre los miembros del conjunto. Y que en el titular del denominado "interés difuso"
debemos ver al titular de un derecho subjetivo, que tiene de difuso sólo lo relativo a la titularidad extendida. Lo
mismo ocurre con el "afectado del artículo 43 de la Constitución Nacional, tercer párrafo, también titular de un
derecho subjetivo, sean defensa de un "interés propio exclusivo"o de un "un interés colectivo".

José Barbosa Moreira (30) los caracteriza por su falta de pertenencia una persona aislada o a grupos
nítidamente delimitados. Pertenecen a una serie indeterminada de individuos de difícil o imposible
determinación y su referencia a un bien indivisible con el que se hallarían en una especie de comunión tipificada
por el hecho de que la satisfacción de todos así como la lesión de uno sólo, constituye, ipso facto, lesión a la
entera colectividad.

Gozaíni (31) señala que "Si lo primordial de los derechos difusos es la indeterminación, significan un plus de
protección ya reconocida de ciertas situaciones o intereses. Por tanto, los derechos difusos son
preponderantemente derechos híbridos, que poseen alma pública y un cuerpo privado, que trasciende el derecho
subjetivo particular y extiende el campo de la protección pública. Son en definitiva intereses pluriindividuales
de relevancia pública cuya forma más natural y corriente de representación es la asociativa".

De lo expuesto resulta que los intereses difusos presentan los siguientes caracteres: a) titularidad
indiferenciada son a su vez de uno y de todos. Pertenecen a la comunidad o a un grupo amplio amorfo, o a una
serie indeterminada de individuos de difícil o imposible determinación. b) Se refieren a un bien indivisible, de
satisfacción y afectación común (32). Es característico de los intereses difusos su indivisibilidad: si son generales
y no hay relación de inmediatez en el disfrute, no hay posibilidad de dividir su goce. (33)

Documento

© Thomson Reuters Información Legal 3



Otros autores señalan como características: a) Alcance colectivo; b) Defensa común; c) Indiferencia en
relación a los derechos subjetivos; d) Debilidad de los instrumentos procesales de acceso a la justicia (34).
Adviértase que la expresión misma (con que se los identifica) sólo sirve para darnos una idea del modo como
ellos se manifiestan, es decir, dispersos en una cantidad indefinida de sujetos, pero en modo alguno constituye
una agrupación de situaciones de igual naturaleza jurídica.

En síntesis. "Toda vez que se presenta una situación de este tipo en la que esté involucrado un grupo de
individuos indeterminados, no vinculados entre sí por una relación jurídica, pero que participen del mismo
grado de interés respecto de bienes de disfrute necesariamente solidario y sobre los cuales ninguno de los
integrantes del grupo pueda invocar derechos individuales, propios exclusivos y excluyentes, estamos en
presencia de un "interés difuso"(35).

Comprende una amplísima gama de verdaderos derechos vitales que hacen a la calidad de vida, preservación
del medio, tutela de la fauna, defensa de los derechos del consumidor, protección de bienes históricos
arqueológicos, que no posan en el exclusivo patrimonio de una persona singular, pues comprometen la suerte y
el destino de un grupo, medio o colectividad (36). La doctrina considera que la Constitución Nacional, en el art.
43, da amparo a los intereses difusos, bajo la calificación de "derechos de incidencia colectiva en general",
legitimando al "afectado, el Defensor del Pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas
conforme a la ley", para obrar por ante los tribunales de Justicia. La Constitución de la Provincia de Buenos
Aires ampara "el ejercicio de los derechos constitucionales y colectivos" (art. 20), dentro de los cuales se
inscriben los intereses difusos.

En este contexto se ha sostenido que los intereses difusos se refieren a bienes no susceptibles de apropiación
exclusiva (37) Así, se ha dicho que de los nuevos derechos difusos nadie es su titular, sino todos los miembros
del grupo social que está en condiciones de reclamar por la afectación que de ellos se haga (38).

La ausencia de un ente portador de estos derechos o intereses, afecta a la parte funcional de los mismos, es
decir a su gestión, lo cual a su vez, hace a su esencia. Por lo que resulta necesario brindarles mayor protección,
pues seguramente estaremos en presencia de intereses débiles, que carecen de capacidad para organizarse (39).
En este orden de ideas, Vazquez Rossi (40), destaca que Barbero los engloba dentro de la categoría de "derecho
debilitado", no porque su fuerza sea jurídicamente menor sino precisamente, por una menor definición en
relación al sujeto. También se ha denominado a este tipo de tutela como "interés sólo ocasionalmente
protegido".

Por último, otra forma de identificar a los llamados intereses difusos es que no nacen de acuerdos, como la
generalidad de las relaciones jurídicas, lo cual no significa que sean puramente fácticos, es decir ajenos a la
normativa jurídica dispuesta a protegerlos (41).

IV. Los nuevos derechos

Por lo expuesto, estos derechos son un Tertium Genus, que se caracterizan por presentar una matriz híbrida
(42), mixta, bifronte (43), bicéfalo. O como el Dios Jano dos caras (44). Es que como se ha dicho, con razón,
tienen "cuerpo privado, y alma pública"(45).

Participan de la naturaleza compleja, desconcertante (46), de tipología difusa, grupal (47), colectiva,
comunitaria, general, característica de los denominados por la CN de 1994, derechos de incidencia colectiva (48)

(conocidos por la doctrina procesal, como intereses difusos), que se muestran fungibles (49), impersonales,
indiferenciados (50), con manifestaciones en el derecho privado/público —con base constitucional— sin ninguna
dificultad. Y en cada situación presentan mayor o menor intensidad, de caracteres de uno o de otro.

Son derechos individuales que inciden colectivamente. Que influyen, sobre una "colmena de derechos"(51).
Y que alojan, contienen, un "haz de intereses"(52), yuxtapuestos (53), agregados, patrimoniales y
extrapatrimoniales, y de bienes (54), que se consideran sumamente valiosos, precipuos para la subsistencia, el
desarrollo, la tranquilidad, la paz, la armonía, el orden público, justo, duradero, la convivencia social. Y la
justicia social, y distributiva.

De manera que el operador jurídico deberá estar atento, para calificar la situación que se le presenta, para
una vez realizado el encuadre, encontrar los principios, técnicas, herramientas adecuadas, para dar solución justa
al problema que se le plantea.

Además, deberá tenerse en cuenta, que estas materias, en especial el derecho ambiental, operan en su
plenitud, con reglas propias, principios propios (55), y hasta métodos propios (56). Sin dejar de lado, por ello,
respecto de las demás disciplinas tradicionales del derecho, su naturaleza, horizontal (57), transversal, o de base
interdisciplinaria (58). Sin desmedro, de resaltar la enorme importancia que reviste para resolver las cuestiones
que lo integran —álgidas, difíciles, complejas (59)— la pericial técnica, o el auxilio de las ciencias duras (60), de
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la naturaleza, o incluso sociales.

Es que son disciplinas o ramas del derecho que presentan cierto grado de autonomía (o especialidad), pero al
mismo tiempo, paradójicamente, se nutren o integran de reglas provenientes de otras divisiones del derecho, y
como tal, contienen un marcado carácter de fuentes heterónomas.

Se trata en síntesis, de derechos que en su tipología, podrían calificarse de "extremadamente jóvenes", que
se muestran como muy "dinámicos y cambiantes", en plena etapa de evolución y desarrollo y que por su propia
lozanía, sufren "una metamorfosis continua" (Ojeda Mestre), buscando espacios en las más variadas facetas del
derecho, a las que incorpora inclusive "a contrapelo". Y que atienden a una "doble dimensión temporal"(61). Así,
desde el punto de vista procesal, representan una suerte de "insurrección contra el proceso civil clásico"
(Benjamín) (62), en el sentido que le demanda una inteligente adecuación a esas nuevas realidades.

A su vez, se levantan como derechos personalísimos (63), y respondiendo a su perfil o naturaleza, bipolar, se
exhiben como derechos predominantemente sociales (64). Son derechos de las generaciones actuales de los
principios del siglo XXI, pero asimismo de las generaciones futuras. Se basan en ideas o valores, de paz,
cooperación, solidaridad (65) Por lo expresado, se trata de derechos humanos, básicos, esenciales, presupuestos
de la personalidad, de tercera y generación (66) —en cuanto derechos intergeneracionales— (67).

Están además, íntimamente ligados con el derecho a la vida (68).

V. ¿Son tan sólo derechos?

Pero la pregunta que nos surge apenas profundizamos acerca de su especial naturaleza es si en verdad nos
encontramos frente a clases de Derechos (con autonomía disciplinaria), o si por el contrario, se trata además de
situaciones de Derechos de Incidencia Colectiva. Creemos que la respuesta adecuada a este interrogante la
encontramos en la propia Constitución Nacional que en su art. 43 refiere a "Cualquier forma de discriminación y
en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a
los derechos de incidencia colectiva en general".

Del texto constitucional se infiere que la ley concibe la existencia de dos tipos de Derechos de Incidencia
Colectiva: 1) Nominados: Derecho contra la discriminación social, Derecho Ambiental, Derecho del
Consumidor y Usuario, Derecho a la Competencia; 2) Innominados o Genéricos: Dentro de los cuales puede
que tengamos Derechos autónomos, aunque no reconocidos como tales a la fecha porque se hallan en plena
etapa de formación e identidad propia (como lo fue el Derecho Ambiental en nuestra legislación hasta
aproximadamente un lustro atrás), pero hay algo más.

Y la novedad es que se comprende situaciones de Derechos de Incidencia Colectiva. O sea casos, hechos,
sucesos, problemas, o acontecimientos que son atrapados, por la naturaleza del mismo, en las reglas o
normativas de los llamados Derechos de Incidencia Colectiva. En este supuesto, nos podemos encontrar con una
problemática que prima facie es regulada por otra u otras disciplinas clásicas de Derecho (Administrativo, Civil,
Comercial, Laboral, Penal, etc.), que por participar de la doble naturaleza propia de los llamados Derechos de
Incidencia Colectiva, los mecanismos que se empleen para la resolución de aquélla deban ser adaptados, a los
procedimientos, cursos, o soluciones de estos últimos.

Muchos de esos nuevos derechos, no obstante su carácter de incidencia colectiva, se alojan hoy, en
situaciones clásicas. Se montan sobre cuestiones (69), que a primera vista, se deberían resolver por caminos
tradicionales. Pero que a poco de andar, dejan traslucir que no sirven, o no alcanzan, para atrapar de manera
idónea, fundamentalmente apta, la fattispecie (70) controvertida, o instalada, muchas veces de manera
angustiante.

En la urgencia, perdemos de vista lo principal, que en realidad nos encontramos ante situaciones de derechos
de incidencia colectiva. Que exigen, demandan, flexibilizar normas procesales (71), y realizar un trabajo de
interpretación, valoración, aplicación de la norma, muy fino, profundo, sensible, sutil, sagaz (72). Y
comprometido socialmente, conforme la figura del Juez Activo (73). Aunque siempre con prudencia.

O sea, el cruce o la intersección de la cuestión de alguno de estos Derechos tradicionales con los Derechos
de Incidencia Colectiva, será resuelto mediante la adopción de herramientas mixtas, con un necesario o
inevitable aggiornamiento o flexibilización del instrumental proveniente de la ciencia sectorial de origen. Es que
los Derechos de Incidencia Colectiva imponen al operador el desafío de ejecutar con cierta elasticidad, y
energía, priorizando las soluciones urgentes, anticipatorias, expeditas, rápidas y colectivas, que no siempre se
compadecen con los tiempos que maneja la justicia en resolver otro tipo de cuestiones menos angustiantes o
exasperantes, aunque de base patrimonial económica, e individual.

VI. Derechos invasores

Esto encuentra algún tipo de explicación en que los Derechos de Incidencia Colectiva revisten carácter de
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derechos invasores (74). De manera tal que ejercen un fuerte poder de irradiación (75) sobre otras ramas del
derecho ortodoxo. Son además Derechos contestatarios (76). De perfil Rebelde o Insurgente. Tienen estructuras
desarregladas. Y frente al vacío de los casilleros clásicos de Derecho se exhiben como Derechos Heteróclitos
(77).

Son conquistadores de nuevos territorios por dominar.

Téngase presente que cuando se alojan, o atacan, una situación de derecho, le dan su impronta, produciendo
una suerte de desajuste del instrumental clásico (78), aunque fuera "de prosapia y linaje histórico indiscutido"
(Morello), que se torna disfuncional, inadecuado (79), frente a esta novísima problemática, que impone la
necesidad, y la urgencia, de cambiar, buscar nuevas respuestas para nuevas demandas, modificar conceptos,
aggiornar instituciones (80), adaptar soluciones, que resultan insuficientes, a la luz de cuestiones distintas,
diferentes. O aplicar "lo mismo, pero de manera diferente" (Morello)

Estas situaciones desbordan el derecho subjetivo, individual de Cayo y Ticio (81) (por lo que sólo caben en
acciones colectivas, acciones de clase o populares), comprometen el interés de infinidad de personas, o de una
pluralidad de personas de manera generalizada, globalizada, o meta o supra individual indiferenciada, de gente
masificada, que según los cánones históricos del proceso o litigio civil, son extraños, o ajenos a los mismos
(huérfanos de tutela, protección jurídica) (82), pero que a partir de la emersión de los intereses difusos
(rebautizados por nuestra CN como derechos de incidencia colectiva (83)), representan una vía de canalización
de estas problemáticas (84), y un definitivo, creemos, acercamiento de lo privado a lo público (85).

¿Por qué son acciones colectivas? ¿Por qué no podemos dar cauce a este tipo de reclamos o demandas
populares a través de las típicas acciones inter individuales del pleito ortodoxo de partes adversariales, que
defienden intereses propios, personales, concretos, diferenciados, directos, patrimoniales, apreciables en
términos de valoración económica, pero a su vez controvertidos? Tal parece que no basta con que se trate de una
pluralidad de sujetos. O que el grupo sea numeroso. Aunque el bien objeto del proceso, o pretensión, debe ser
colectivo, o de incidencia colectiva. Y el accionar del grupo o aun individual que lo impulsa, debe portar en su
seno un interés coparticipado por otro u otros, por muchos o por todos, de manera idéntica o similar
(homogénea o infungible), de tal forma que lo que se decida en la causa, se proyecte o incida sobre los demás
que integran ese universo de situación común, no susceptible de división.

Es que se trata de derechos comunitarios, de la sociedad en su conjunto. Y en los procesos colectivos existen
cuestiones de hecho o derecho comunes a la clase, grupo, sector o colectividad. Por ello le asiste la razón a
quienes predican que no basta con un solo criterio para definir este tipo de situaciones, entre las que se destacan
por ej. la indivisibilidad del bien jurídico. O la existencia de un grupo. O la dificultad de precisar los afectados.
O la dimensión social. O por la unidad de la causa. Así Gustavo Maurino, Ezequiel Nino y Martín Sigal (86),
sostienen que "esta categoría de derechos no se define por —ni es reducible a— una sola y única característica
definitoria".

VII. Colofón

Es que en la "Sociedad del Riesgo" (Beck) (87) de esta centuria, la vida privada se tiñe de pública. O a la
inversa hay un acercamiento del Derecho Público al Derecho Privado. En ese tránsito, se desvanecen las
fronteras de esta división del Derecho. Y se produce una suerte de traspaso o transferencia ritual de instituciones
de uno y otro, en campos que otrora, pertenecían a disciplinas que no admitían postulados distintos.

La justicia debe resolver sobre cuestiones que son de todos y nadie en particular. Que comprometen la
dignidad de la vida. O la calidad de vida de los sujetos interesados en ella. O hacen al desarrollo sostenible. A la
protección de bienes o recursos intangibles, ej. del patrimonio genético, o del patrimonio cultural, de difícil o
casi imposible, por parámetros tradicionales, cuantificación o valoración económica. Bienes o valores, que
muchas veces no son monetatizables. ¿Cuánto vale un pasaje? ¿Cómo sopesar o ponderar estas valoraciones
comunitarias? ¿Cuánto cuesta la pérdida de un bien del patrimonio histórico cultural? No obsta para comprender
que la colectividad espera, y el justiciable reclama, en casos de esta clase, justicia temprana, y efectiva.

Todo está en ebullición.

Asistimos a fenómenos revolucionarios que preanuncian la llegada de una Nueva Cultura Jurídica. Se
registran como nunca, extraordinarias mudanzas de paradigmas en piezas de derecho.

Se busca un derecho procesal diferente.

Transitamos un tiempo cambiante. La "Edad de las Garantías"(88) y Derechos. Y reflejo del "Modelo de
Acceso a la Justicia"(89): de la apertura en la legitimación de obrar (90).

De lo individual a lo colectivo. De lo teórico a lo práctico. De lo nacional a lo transnacional.
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La sacudida de la realidad, produce modificaciones en las diversas ramas del Derecho. Y el derecho
administrativo —íntimamente ligado con el Derecho Constitucional—, trae un bagaje de experiencias que se
proyectan hacia el futuro con un nuevo rostro del interés público, más participativo, social, transparente y
democrático, con mayor apertura, con componentes insoslayables de Derecho Procesal Constitucional,
Derechos Humanos Internacional, y Derechos de Región o Bloques Comunitarios.

V. Final

Ha nacido un tercer segmento de derechos: intereses difusos, derechos públicos subjetivos (91), o la familia
de los derechos de incidencia colectiva. Son los Nuevos Derechos. Los Derechos Humanos de 3° y 4°
Generación. Son "heréticos, mutantes, descodificantes", y nos plantean nuevas hipótesis de trabajo, que
implican un cambio epistemológico de las disciplinas tradicionales del derecho (92). Derechos Mixtos o
Intermedios (93).

Y la Constitución Reformada de 1994, los consagra expresamente, en toda su letra y espíritu.

Enhorabuena.
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pensamiento mucho más poderosas de las que hasta el presente hemos avizorado y se han podido concretar". Y
se advierte que, "ya hoy y ahora el derecho se ha modificado de manera llamativa y tal vez por primera vez en la
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N° 1; DE BENEDICTIS, Leonardo, "Daño ambiental y responsabilidades emergentes", DJ, 2003-221; del
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Félix A./LOPEZ MESA, Marcelo, Tratado de la Responsabilidad Civil, La Ley, 2004, cap. 12, ps. 533 - 738.
GOLDENBERG, Isidoro H./CAFFERATTA, Néstor A., "El principio de precaución", JA 2002- IV, fascículo n.
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Cristina, "Daño Ambiental: una hipoteca al futuro", JA, 2002-III, 980; ORONA, Claudia/GIARDINA,
Ernesto/CIMATO, María, "Viabilidad del principio de precaución en nuestra actividad jurisdiccional y como
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Ambiente y Recursos Naturales, Fundación ARN, LA LEY, volumen III, N° 2.

(58) PIGRETTI, Eduardo, "El Derecho Ambiental como revolución social política jurídica", LA LEY,
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Corte Internacional de Arbitraje y Conciliación Ambiental", México, octubre 2000. Respecto del derecho
ambiental, este autor mexicano, señala que es un derecho declarativamente cada más solidario, con
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semejante, GOLDENBERG, Isidoro H., "Daños a los derechos de la personalidad", en Derecho de Daños.
Homenaje al Profesor Doctor Jorge Mosset Iturraspe, La Rocca, Buenos Aires, 1989, p. 336. Del mismo autor,
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COPETRO S.A. y otro"; Ac. 60254, "Klaus, Juan J. v. COPETRO S.A. y otro", con nota laudatoria de
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ambiental en el derecho privado", en AA. VV., Daño Ambiental, Rubinzal Culzoni, 1999, p. 31, afirma que el
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